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El año 2018 marcaría en Chile rasgos determi-
nantes de una condición ciudadano-antro-
pológica no vista desde el fin de la dictadura. 

El agotamiento del sistema neoliberal —revelado 
en sus distintas facetas: maximización de concen-
tración del capital, estancamiento del proceso 
de desarrollo, desigualdad y segregación social, 
depredación medioambiental, etc.— y las trabas 
constitucionales a la participación ciudadana en 
la toma de decisiones sobre soluciones alternati-
vas, aceleraron el malestar de parte importante 

de la población, lo que derivó en agitación social 
y finalmente en el estallido social de 2019. La 
protesta masiva, los cientos de miles de rayados 
en los muros de ciudades y pueblos del país, el 
testimonio de la materialidad derruida de monu-
mentos, comercios y templos religiosos por igual, 
nos hablan de rechazo a los símbolos del Chile 
de la élite, del Chile moderno y neoliberal. Una 
violencia que aun cuando pudo ser más grave, 
dejó en evidencia que un sector no insignifican-
te de la población se movilizaba impulsado por 
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la sinrazón o el afán de sembrar el caos social, 
promoviendo saqueos y atentados incendiarios 
en contra de pequeños comercios e industrias. La 
contrapartida a estas acciones fue una represión 
desmedida, no sujeta a los protocolos policiales, 
que se tradujo en manifestantes muertos o gra-
vemente lesionados, y miles de denuncias por 
vulneración de derechos humanos. Constituye 
sin duda un serio problema para la institucio-
nalidad democrática establecer quiénes de los 
que permanecen en prisión preventiva están allí 
simplemente por participar en actos de protesta, 
haciendo uso legítimo del derecho a manifestar 
el descontento social, y quiénes efectivamente 
fueron ejecutores de delitos graves contra la pro-
piedad y las personas. 

Los actuales y pequeños gérmenes de sedi-
ción, radicados fundamentalmente en sectores 
de jóvenes y estudiantes secundarios, intentan 
mantener encendida aquella mecha insurrec-
cional, desdeñando la opción democrática que 
se abriera con la Convención Constitucional y su 
propuesta de nueva Constitución. Se configuran 
así en aliados de las políticas privatizadoras que en 
el pasado abandonaron a su suerte a la educación 
pública, esperando que muriera, desbaratando así 
el legado republicano de que esta vuelva a ser un 
espacio de igualdad social y formación ciudadana 
para una sociedad que se reconoce plural y que 
acepta los desafíos del pluralismo. 

Estos temas fueron ampliamente tratados por 
IL entre los años 2017 y la actualidad. La observa-
ción de los fenómenos políticos y sociales desenca-
denados previa y posteriormente al 18 de octubre 
de 2019, pusieron a articulistas y colaboradores 
de nuestra revista en la primera fila del debate 
democrático, postulando la mirada laicista de los 
acontecimientos como un valor republicano digno 
de tomar en cuenta. La lectura laica y democrática 
de los acontecimientos, que tan enérgicamente 
interpelaban a la institucionalidad republicana, 
implicaba para la Revista una responsabilidad 
mayor que el mero rescate en momentos de crisis 
de conceptos como libertad, igualdad y tolerancia. 
De la misma forma como nos opusiéramos a la 
injerencia de las instituciones eclesiásticas en 
el ámbito de la política, fundamentalmente en 
lo referido a políticas sociales y educacionales, 

tuvimos concordancia en rechazar la imposición 
dogmática de una ideología de élite que, por más 
de tres décadas, se negó a discutir siquiera la 
flexibilización del modelo, obnubilada en el enri-
quecimiento de unos pocos al costo del sacrificio 
y segregación de amplios sectores carenciados o 
vulnerables del país.

En nuestra visión laicista lo contrario al 
modelo que llegó a fragmentar y segregar tan 
brutalmente la estructura social, sería alcanzar 
un nuevo Estado social en un marco jurídico insti-
tucional que surgiera de un gran pacto nacional, 
construido sobre principios y valores éticos, que 
reconociera la diversidad y promoviera la igualdad 
de derechos sin excepciones. La responsabilidad 
de una nueva convivencia corresponde en primer 
lugar al Estado que, liberado de cualquier meca-
nismo de cooptación, debe defender la autonomía 
de los individuos, su libertad de conciencia, de 
pensamiento y de expresión, tanto en relación 
con el Estado mismo como con cada una de las 
naciones a la que pertenezcan. Hoy tenemos 
frente a nosotros la gran oportunidad de que 
dichos valores democráticos puedan ser garanti-
zados en una nueva Constitución.

El número 34 de la Revista (noviembre 
de 2017) editorializaba al respecto: “La gran 
demanda surgida de los movimientos sociales 
en 2011 por una nueva Constitución nacida de 
la voluntad popular, es una tarea pendiente que 
debería llevar a modernizar el Estado, zanjar la 
asimetría del poder político –avanzando hacia una 
democracia más participativa–, y a una decisión 
soberana sobre el tipo de economía que debería 
regir al país en los próximos decenios. La revi-
sión del concepto de “Estado subsidiario”, cuyas 
raíces a pesar de las regulaciones introducidas en 
democracia siguen identificándose con la visión 
neoliberal impuesta en dictadura, podría abrir 
mecanismos que permitan resolver la compleja 
ecuación entre desarrollo con igualdad y libertad”. 

Lamentablemente, los graves problemas que 
aquejan a nuestra sociedad han venido adqui-
riendo una dimensión cada vez mayor con el 
avance de los años. La pandemia mundial, que 
tan fuertemente golpeó a nuestro país en 2020, 
acarreó una grave crisis económica y laboral que 
obligó a las autoridades a combinar el relajamiento 
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de control de normas con estados de excepción y 
presencia militar en las calles. Son varias y muy 
serias las anomalías que hoy hacen ver al Estado 
superado en su obligación de mantener el control 
de la legalidad y la seguridad pública: usurpación 
del espacio público por comerciantes “informales”, 
muchas veces víctimas de mafias que administran 
las aceras además de gigantescos volúmenes de 
mercadería ilegal; aumento de la sensación de 
inseguridad que afecta a gente modesta por el 
crecimiento descontrolado de delitos violentos 
en los barrios populares; desafiante ostentación 
hacia las policías del alto poder de fuego que 
poseen las bandas del narcotráfico; incapacidad 
del Estado para controlar eficazmente el acceso 
de inmigrantes en la frontera norte del país y 
desarticular las bandas que lucran con la inmigra-
ción ilegal; falta de capacidad del sistema de Salud 
para tratar el incremento de casos afectados por 
trastornos mentales en la población; finalmente, 
y no en el último lugar de importancia, la insur-
gencia del pueblo mapuche contra el Estado de 
Chile, exigiendo su reconocimiento como nación 
y reivindicando cientos de miles de hectáreas de 
territorio históricamente usurpado.

En el número 34 (noviembre de 2017), el 
abogado Gabriel Zúñiga A. exponía una visión 
amplia de las causas que explican el crítico 
momento que se vive en las regiones del Biobío y 
la Araucanía: i) No reconocimiento constitucional 
del pueblo mapuche (a lo que podríamos sumar 
los demás pueblos originarios que habitan el país); 
ii) La falta de una autoridad política clara como 
interlocutora con el mundo mapuche (lo que 
hace ver la falta de voluntad política por parte del 
Estado chileno); iii) La falta de especificación de la 
Propuesta de autonomía mapuche. 

El profesor Zúñiga apuntaba también a que 
“en la Araucanía… más allá de las reivindicaciones 
culturales ancestrales… (existen) varios focos o 
zonas de conflicto de carácter patrimonial… lo 
cual ha provocado muertes y destrucción por 
incendios de bienes, tanto de los “ocupantes ilegí-
timos”, como de los mapuche “colaboracionistas” 
del Estado.

El Borrador establecido en la propuesta de la 
Convención Constitucional, en lo que se refiere a 
derechos de los pueblos indígenas, reconoce en 
primer lugar la existencia de estos pueblos, su 
derecho a la autodeterminación y –en un rango 
acotado– a sus propios modos de hacer justicia. 
También el Estado se obligaría a métodos más 
respetuosos en su relación con la naturaleza. La 
declaración de plurinacionalidad reconoce al 
Estado compuesto por diversas naciones, con 
distintas culturas e identidad propia, todas en un 
mismo plano de igualdad. La propuesta constitu-
yente establece también Derecho sobre las tierras, 
territorios y recursos, todos ellos reconocidos y 
garantizados por la Constitución. Se asienta de esta 
manera una base fundamental para avanzar en el 
reconocimiento pleno de las diversas naciones y 
pueblos en el marco de la unidad del Estado. 

En julio de 2018, en momentos en que arre-
ciaba en Chile la xenofobia y el racismo, con una 
masiva campaña por medios de prensa y redes 
sociales, culpabilizando incluso a quienes llegaban 
al país con sus papeles en regla de los problemas 
económicos y de convivencia que sufría el país, 
Sylvie Moulin en el número 38 señalaba: “Ser inmi-
grante no es fácil, sobre todo si el lugar de llegada 
multiplica las barreras y hostilidades. Además, en 
cualquier época y zona de acogida, siempre hay 
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‘perfiles’ de refugiados más afortunados, mientras 
otros firman su sentencia de muerte en el instante 
en que cruzan el borde.” Y agregaba nuestra arti-
culista: “La intoxicación verbal y manipulación 
por el discurso no es un arma nueva y Trump la 
maneja con sagacidad –igual que sus amiguitos. 
La técnica es sencilla: difundir el miedo en los 
cerebros locales, para inducir al aborrecimiento 
y al rechazo– lo que Eduardo Galeano llama ‘los 
diablos del Diablo’. Se arma un ‘retrato robot del 
inmigrante’ como peligro cercano: si dejamos 
entrar a los refugiados, vamos a perder nues-
tros trabajos, vivir en ciudades sucias, tener más 
crímenes, etc”.

En los tiempos actuales, en que todo tiende a 
la globalización, la autoridad debería asumir que, 
más allá del pleno respeto al derecho humano 
de la migración, se hace necesario disponer de 
las barreras de control necesarias para evitar el 
ingreso de individuos con la misión de establecer 
“cabeceras de playa” del crimen organizado 
internacional. 

También en el número 38, el profesor Rogelio 
Rodríguez, rescatando el ejemplo del gran filó-
sofo Voltaire, advertía sobre el fanatismo que se 
reproducía en el mundo bajo el odioso liderazgo 
de Donald Trump, y tras una serie de atentados en 
Europa, reivindicados por el terrorismo yihadista 
en París y en otras ciudades, todos con el sello reli-
gioso del Estado islámico. Señalaba nuestro arti-
culista: “En nuestra época, sin embargo y a pesar 
del desarrollo de la democracia, se han conocido 
–además de la persistente intrusión de la Iglesia 
Católica en asuntos políticos y sociales, a los que 
denomina engañosamente “valóricos”– otras 
manifestaciones ideológicas o religiosas de esta 
pretensión de convertirse en referente unánime 
de sentido de la vida social: el populismo xenó-
fobo, el totalitarismo político (tanto de derecha 
como de izquierda), el integrismo islámico. Contra 
fanatismos de esta especie también se impone la 
lucha por la tolerancia. Voltaire nos enseñó que 
la tolerancia no es una actitud pasiva, resignada 
o indiferente ante lo que nos rodea, sino que 
implica una movilización de nuestras energías, 
una militancia intelectual combativa, una puesta 
en ejercicio de la razón, las ideas, los argumentos, 
las observaciones críticas. Tolerar no significa que 

tengamos que adoptar el credo o la forma de 
vida de otras personas que no compartimos, sino 
sólo el que debemos respetarlos con igualdad de 
derechos”.

El gerente general de la Fundación San Carlos 
de Maipo, destacado promotor de los derechos 
humanos de niños víctimas de pobreza y exclu-
sión, señalaba: “La Salud Mental para los niños no 
existe, tampoco es una prioridad como lo obser-
vamos en la realidad de los niños bajo el sistema 
de protección de Sename, más de 1000 niños 
viven en la calle, absolutamente invisibles a las 
políticas públicas. Al año, cerca de 190 mil niños 
trabajan con riesgo a su salud física y mental, de 
ellos 4.000 se estima son víctimas de explotación 
sexual comercial infantil, cifra que ni siquiera 
hemos sido capaces de actualizar en más de una 
década. Estamos en un país que no protege a su 
infancia. Un país que busca castigar y reprimir sin 
hacerse cargo de las causas, y muy limitadamente 
de los efectos en el desarrollo de sus niños, un país 
en que áreas verdes existen sólo para algunos, el 
resto se debe conformar con pintar el hormigón. 
Porque sin entornos donde socializar, sin escuelas 
que acojan, sin salud para todos, sin los bienes y 
servicios que garanticen los derechos de los niños, 
sin respeto, ni desde la institucionalidad pública ni 
desde la sociedad civil, sin legislación que priorice 
el ejercicio de esos derechos, nos vamos convir-
tiendo en una sociedad que sigue violando los 
derechos humanos…”

En el número 42 (marzo de 2019), la Revista 
denunciaba los esfuerzos del gobierno de 
Sebastián Piñera por desarticular el Sistema de 
Admisión Escolar (SAE), parte importante de la 
reforma educacional alcanzada en el gobierno 
precedente, de la expresidenta Bachelet. La 
ministra de Educación, Marcela Cubillos, desa-
rrolló una nueva táctica, denominada Admisión 
Justa, que… “no sólo desconoce el mérito de niños 
y familias cuyo empeño no queda plasmado en los 
resultados escolares, sino que, además, les corta 
de raíz toda posibilidad de alcanzar una similitud 
de oportunidades junto a otros que han vivido un 
clima sociocultural diferente”. Y, en relación con 
los contenidos educacionales y el afán de privi-
legiar una mirada socio religiosa ad-hoc a la élite 
del país: “Por decenios la Iglesia católica se opuso 
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a que se impartiera educación sexual, no sólo en 
los colegios bajo su administración, sino en todo el 
sistema escolar. Permanentemente se ha negado 
el derecho de las minorías, se ha condenado el 
divorcio, el aborto, el derecho a la libertad sexual 
entre adultos”.

En ese mismo número, la periodista Martina 
Salvo de Oliveira opinaba: “Hace algunas semanas 
comenzó una revolución en Chile. Mujeres y 
hombres, de distintos rincones del país, deci-
dieron tomar las calles para protestar por múlti-
ples temas, como avanzar hacia una educación no 
sexista, equidad de trato, remuneración laboral 
equiparada, y no más acoso. Pero, lo que hay de 
fondo, es mucho más profundo. Se trata de una 
revolución en la forma cómo, hasta ahora, estaba 
conjugado el rol de la mujer en la sociedad chilena”. 
Y continuaba con: “Lo positivo de esto, es que el 
movimiento inicial, la demanda por la educación 
no sexista, que aparentemente viene de élites 
universitarias y profesionales, ha logrado la aten-
ción de diversos ámbitos institucionales, medios 
de comunicación masiva, mujeres y sus organi-
zaciones, la ciudadanía, y de la sociedad civil”. Y 
en otro párrafo esbozaba una gran esperanza: La 
agenda de género… “ha permeado, como el agua, 
objetivos mucho mayores y más estratégicos, que 
los planteados inicialmente. Ha sembrado semi-
llas, cuyas flores y frutos aún no son visibles”.

Apenas tres años después de publicada esta 
frase, una Convención Constitucional con carácter 
paritario —por primera vez en el mundo— 
concordó la propuesta al país de una democracia 
paritaria, lo que significa que, de aprobarse por 
la ciudadanía, en toda entidad pública el mínimo 
aceptable de participación de mujeres será de un 
50%, configurando un paso gigantesco en lo que 

respecta a igualdad de género y redistribución del 
poder. De igual modo el Estado deberá promover 
la representación de diversidades y disidencias de 
género.

Mientras entraba a diagramación el número 
N° 45 (Sep./oct. 2019), en el que publicábamos una 
cita del colaborador y amigo de Iniciativa Laicista, 
el sociólogo y jurista español, Premio Nacional de 
Sociología y Ciencia Política (2006), Salvador Giner 
de San Julián, nos enteramos de su lamentable 
fallecimiento. Este brillante catedrático catalán, 
doctor en sociología, autor de una importante 
obra bibliográfica, siempre apoyó al equipo de 
Redacción de nuestra revista. De aquel número 
recogemos la siguiente frase: “Nada repugna más 
al buen laicista que el anticlericalismo o la excesiva 
neutralidad del laicismo. El laicismo no es neutral, 
es una actitud de respeto a la razón, a la empirie 
(empirismo) y a la búsqueda de la verdad, hállese 
donde se halle”.

También en ese intervalo de publicación y 
entrega del número 45, estalló la protesta contra 
los abusos del sistema, la sobrecarga socioeconó-
mica y la violencia emanada de la injusticia social 
que, como energía acumulada por la tensión de 
placas tectónicas, habían hartado por largos años 
a la población. El repudio a las autoridades y al 
sistema político en general, que espontáneamente 
exteriorizaban cientos de miles de personas diaria-
mente, hablaban de un amplio sentimiento de 
frustración y abandono, de sentirse ciudadanos de 
segunda categoría en un país que hacía obscena 
ostentación de los privilegios de unos pocos. 

El proceso constitucional debería concluir 
el próximo 4 de septiembre con el Plebiscito 
de Salida, en que los ciudadanos tendrán que 
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pronunciarse respecto al Apruebo o Rechazo del 
texto propuesto por la Convención Constitucional. 
Ambas opciones son igualmente legítimas, ha 
expresado el Gobierno, pero no hay que olvidar 
que la institucionalidad democrática vivió angus-
tiantes momentos de inestabilidad antes de que 
los partidos políticos alcanzaran el acuerdo del 
referéndum, poniéndose casi desesperadamente 
de acuerdo para bosquejar una salida política 
que lograra encauzar la masiva y violenta reac-
ción antisistema que se reavivaba diariamente en 
todo el país. El eventual fracaso de la Convención 
Constitucional sería volver a cero en el acuerdo del 
15 de noviembre de 2019, en orden a llevar a cabo 
las transformaciones necesarias para alcanzar 
una vida más digna para los habitantes del país, 
pese a las líquidas declaraciones de los partidos 
de derecha respecto a querer (ahora sí) una nueva 
Constitución, pero “diferente” a la que propone la 
Convención.

El profesor de Derecho Constitucional Jaime 
Bassa Mercado, primer vicepresidente de la 
Convención Constitucional, opinaba en las páginas 
de IL: “El sistema constitucional chileno se carac-
teriza por una marcada tendencia hacia la concen-
tración del poder, en una serie de dimensiones 
que afectan el desarrollo institucional del país y 
perjudican las condiciones para el ejercicio de los 
derechos de las personas. Parece fundamental 
que esta tendencia pueda ser debidamente identi-
ficada y revertida, en orden a evitar esos procesos 
de acumulación del malestar social y, así, prevenir 
futuros quiebres en la convivencia democrática”.

Francisco Belmar O., Licenciado en Historia 
por la Universidad Finis Terrae, en un artículo refe-
rido a Karl Popper y la tolerancia, señalaba: “La 
ola de intolerancia derivada de la crisis migratoria 

que nos aqueja ha revivido a Karl Popper por una 
idea que se le adjudica, pero que no le pertenece: 
la paradoja de la tolerancia. Ella llama la atención 
de todos por la facilidad con que se extendió en 
internet, pero también por el tono tajante que 
demuestra. Lo que plantea es que la tolerancia 
ilimitada conllevaría la desaparición de la tole-
rancia misma. Esto porque si toleramos a los into-
lerantes, estos podrían llevar sus acciones hasta 
el extremo de destruir a quienes los toleraron. 
De este modo, Popper defendería el derecho a 
ser intolerantes con la intolerancia, idea que ha 
encontrado tierra fértil en las redes sociales. En 
su aseveración, creo, Popper se equivoca, porque 
si aceptáramos la posibilidad de actuar intoleran-
temente contra los intolerantes, la tolerancia ya 
habría sido eliminada de la ecuación. Al asumir 
que la tolerancia es una virtud social que carac-
teriza a las sociedades pluralistas y democráticas, 
asumimos también que el actuar con intolerancia 
no plantea un resguardo para la tolerancia, sino 
muy por el contrario, un riesgo de gran calibre. 
Es por esto por lo que la verdadera pregunta es: 
¿cuáles son las instituciones que hacen posible un 
equilibrio de todos los principios democráticos, sin 
dar prioridad solo a uno y permitiendo la sobrevi-
vencia del régimen democrático? Al responder esta 
pregunta, la posibilidad de reprimir por la fuerza 
a la intolerancia no sería necesaria. Revisando la 
misma nota en que Popper cita la paradoja de la 
tolerancia, nos damos cuenta de que para él esta 
reclamación no significa ‘que siempre debamos 
impedir la expresión de concepciones filosóficas 
intolerantes; mientras podamos contrarrestarlas 
mediante argumentos racionales y mantenerlas 
en jaque ante la opinión pública, su prohibición 
sería, por cierto, poco prudente’. 
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El psicólogo Errol Dennis M., frente a las 
grandes incertidumbres que surgían en Chile y 
en el mundo, difundía en ese número 45 su espe-
ranza en las jóvenes generaciones: “Sea como 
fuere, la degradación de la política con el acceso 
al poder de individuos desprovistos de toda 
ética, los sistemas financieros deslocalizados y la 
economía transnacional, la corrupción pública y 
privada, las fake news, la crisis climática, inducen a 
acrecentar la desconfianza en los liderazgos popu-
listas de personajes vinculados a determinadas 
prácticas tradicionales y, por el contrario, hacen 
poner nuestra fe en que el gigantesco desafío del 
momento actual encontrará novedosas y cons-
tructivas respuestas en las nuevas generaciones. 
Una mentalidad fresca que permita a la huma-
nidad encontrar formas de convivencia enrique-
cidas desde la diversidad y la mutua comprensión, 
y que abra esperanzas en que las futuras descen-
dencias sabrán reparar los desastres de la nuestra 
y de anteriores generaciones, construyendo un 
momento histórico mejor que el que nos tocó en 
suerte vivir”.

En el N° 50 (julio-agosto 2020) IL levantaba 
una voz esperanzadora: “Sin embargo, inmersos 
en la presente crisis, aún desconocemos qué 
efectos permanentes podrían acarrear a nuestra 
forma de vida habitual los dos grandes fenómenos 
que nos han afectado sucesivamente, la moviliza-
ción social y la pandemia. Ante esto, en nuestras 
páginas hemos sustentado la expectativa de que, 
pese al sombrío panorama humano, económico y 
laboral que se vislumbra en la etapa posterior al 
virus, podamos ser capaces de encontrar el camino 
del diálogo, alejarnos de los dogmas económicos 
y sociales que ahora han hecho evidente su incon-
sistencia y elevar la aún latente protesta social a un 
debate ciudadano amplio y fecundo, que termine 
ojalá en un nuevo pacto social”.

En los momentos más álgidos de la pandemia 
del COVID-19, cuando el mundo se mostraba 
aterrorizado ante el avance incontrolado de la 
infección — un informe de la CEPAL mostraba en 
2020 incrementos en las defunciones totales de 
hasta tres veces respecto al año anterior en los 
países de América Latina y el Caribe— nuestra cola-
boradora Isabel Mayorga, periodista y candidata a 
doctora en Comunicación, analizaba el momento: 

“La respiración está presente en toda manifes-
tación de vida, todo respira, dotándonos de la 
conciencia y el poder necesarios para revalorizar 
aquello que hemos perdido y lo que queremos 
conservar. El presente pandémico se debate en 
un camino de opuestos: libertad vs. seguridad, 
salud vs. economía, democracia vs. autoritarismo, 
orientalización vs. occidentalización, lo importante 
vs. lo superfluo. Y nos recuerda también aquellos 
vestigios de civilizaciones que, rindiéndose al 
desafío de este juego antagónico, no consiguieron 
renovarse. Superar el trauma social que nos dejará 
este evento, requerirá de un empoderamiento de 
las personas en la convicción de que es necesaria 
una sociedad menos egoísta y competitiva. Mircea 
Eliade en El Mito del Eterno Retorno, señala que 
la concepción premoderna del tiempo es cíclica. 
Hoy somos una nueva generación que vive una 
pandemia, dónde cada necesidad, visión de vida y 
del mundo, simbólicamente pueden ser distintas, 
pero que tienen en común su sentido de perte-
nencia y existencia en nuestra antroposfera, hoy 
amenazada por el Coronavirus”.

Y el médico Miguel Kottow, doctor en medicina 
y Maestro de la bioética chilena por la Sociedad 
Chilena de Bioética, levantaba su denuncia ante 
las incoherencias del comportamiento de naciones 
e individuos, cuando la gravedad del momento 
exigía asociación y solidaridad: “¿Dónde está la 
solidaridad de las naciones que se enclaustran y 
no se mancomunan en medidas de salud pública, 
en compartir estadísticas veraces que permitan 
diagnósticos más certeros, acciones más eficaces 
y pronósticos mejor fundados? ¿Qué hacer de 
los rumores, que no son tales sino realidades, 
de naciones que intentan contratar prioridad de 
acceso a la vacuna cuando llegue? ¿Con los polí-
ticos que en momentos álgidos de dificultades de 
gobernanza olvidan que Max Weber, tan citado 
en estos días, distinguía al político que vive de la 
política del que vive para ella; el que entiende la 
política como servicio social y el que la usa como 
plataforma para darse gustitos de poder? ¿Con 
los que juegan con naves espaciales, celebran la 
reapertura de actividades en NASA y anuncian 
el inicio del turismo espacial, mientras la OMS 
lamenta que la pandemia aumentará el “hambre 
en el mundo”? Los miedos de hoy son los horrores 
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de mañana: volver a la “normalidad” desquiciada, 
al statu quo torcido”.

En un momento de inflexión próximo a la 
elección de un nuevo Presidente de la República, 
en una edición orientada a reflexionar sobre la 
felicidad y los principios éticos que se hacen nece-
sarios en una sociedad que, tomando distancia de 
la alienación consumista propiciada por el neoli-
beralismo, aprenda a distanciarse del mercado 
como un gurú y se reencuentre con el valor de 
la igualdad, la directora Sylvie Moulin reflexio-
naba en el N° 58 (noviembre-diciembre 2021): 
“… se mantiene la dificultad para establecer una 
definición clara del ‘buen vivir’. El tema inte-
resó y persiste interesando a los filósofos, desde 
Sócrates, Spinoza y Descartes hasta Alain y Comte-
Sponville. Vivir de manera recta, pero ¿según qué 
reglas? Combinar sabiduría y placer para gozar de 
lo que somos, pero ¿dónde encontramos el punto 
de equilibrio? Estos últimos años, el concepto se 
puso aún más complejo frente a las circunstancias 
inherentes a la pandemia, y nos preguntamos 
cómo el ser humano puede recobrar la sensación 
de ‘vivir bien’, en un mundo que satisfaga nuestras 
necesidades, en armonía con la naturaleza, y que 
asegure a todos los seres humanos una vida digna, 
la salud, la educación y la libertad.

“Cuando estamos a punto de elegir un nuevo 
presidente, estos conceptos están más vivos 
que nunca, y tenemos el derecho de sentirnos 
preocupados ya que la historia sigue repitiendo 
situaciones alarmantes sin que se les encuentren 
soluciones concretas”.

Y en el mismo número, el profesor Rubén Farías 
desarrollaba más ampliamente el concepto: “El 
buen vivir es una dimensión valórica identificada 

con un estado grato de la existencia humana 
obtenido gradualmente a través de la experiencia 
cualitativa de un proceso bio-psico-cultural de 
vida que influye en la formación de la persona, 
en su actividad, su situación, sus sueños, etc. 
Puede entendérsele también, como un nivel de 
satisfacción de sus necesidades, cuyo logro inte-
gral de aspiraciones en las relaciones materiales y 
espirituales, permite que la persona experimente 
un bienestar que lo lleva a comprender —en la 
intimidad de sus propios procesos reflexivos—, 
el significado de la importancia y lo valioso que 
representa el acto de vivir. Esto, por cierto, en el 
marco de una digna calidad de vida, expresada 
como un meritorio estado óptimo de bienestar y 
siempre evaluada por cada cual en particular”.

Cerraré este breve recuento con un párrafo 
del colaborador Pablo Ríos Ciaffaroni, abogado 
y director de la Cátedra Latinoamericana de 
Librepensamiento Giordano Bruno, que en el 
número 58 escribía: “Cuando la Felicidad está 
directamente relacionada con el bienestar de las 
personas, su familia y comunidad en una mutua 
dependencia, el reconocimiento de esta como un 
derecho esencial del ser humano resulta ser inevi-
table. Si bien es cierto que ningún instrumento 
jurídico puede garantizar la Felicidad como tal, 
su reconocimiento normativo ayuda a establecer 
las bases sociales y materiales, para que cada ser 
humano pueda ir en su búsqueda. De ello resulta 
necesario alertar que Chile tiene una tremenda 
oportunidad histórica por medio de la Convención 
Constitucional para dar un justo reconocimiento 
al derecho a la Felicidad en la nueva carta funda-
mental, porque si no es ahora… ¿cuándo?”
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